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Modifica disposiciones del Código Penal que sancionan casos de corrupción y  los estatutos que indica.


_______________________________________________________________________________________________





Honorable Cámara:





	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en primer trámite constitucional y  reglamentario, sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en moción de los señores Allamand, don Andrés; Barrueto, don Víctor; Bombal, don Carlos; Cornejo, don Aldo; Chadwick, don Andrés; Espina, don Alberto, Longton, don Arturo; Ribera, don Teodoro; Urrutia, don Raúl, y Viera-Gallo, don José Antonio.


	Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la valiosa colaboración de los abogados penalistas y profesores universitarios, señores Ricardo Rivadeneira y Juan Bustos.


	Dispuso, además, de diversos textos de derecho penal relacionados con la materia en informe.


Fundamentos.


	Expresan los autores de esta moción que las disposiciones del Código Penal que sancionan a los empleados públicos que incurren en conductas contrarias a la probidad, datan de hace cien años y fueron dictadas bajo circunstancias históricas muy diferentes a las actuales.


	La moción en informe representa un intento para introducir modificaciones parciales a esta normativa legal, en aquellos preceptos del Código Penal más directamente relacionados con la protección de la probidad, como un bien propio del ejercicio de la función pública�, cualquiera que sea, así como agregar nuevos tipos penales para sancionar conductas que, siendo igualmente  reprobables, no están consideradas como delitos en la actualidad. Lo anterior, sin dejar de reconocer que es necesario una revisión más completa y exhaustiva del Código Penal en relación con los delitos contra la Administración.


	Con el fin de facilitar la comprensión de esta iniciativa y su alcance, formulan una extensa serie de consideraciones de carácter doctrinal y práctico sobre los tipos penales a que se refiere el proyecto,  que dicen relación con las exacciones ilegales, el cohecho, las negociaciones incompatibles, el tráfico de influencias y el uso indebido de secretos e información privilegiada, a las que se hará mención en el párrafo relativo a la discusión en particular, para evitar repeticiones innecesarias.


	En su concepto, para combatir la corrupción es tan importante sancionar a los empleados públicos corruptos como defender a los honestos, por lo que la imputación de corrupción a un funcionario probo debe ser sancionado como un delito grave, lo que los lleva a proponer también modificaciones al  Estatuto que regula las relaciones entre el Estado y el personal de los ministerios, intendencias, gobernaciones y de los servicios públicos centralizados y descentralizados creados para el cumplimiento de la función administrativa.�


Ideas matrices o fundamentales.


	Acorde con lo expresado, las ideas matrices o fundamentales, esto es, las situaciones, materias o problemas específicos existentes y a cuya solución tiende esta iniciativa legal, serían las siguientes:


	1) Prevenir y reprimir la corrupción, mediante la sanción de las conductas contrarias a la probidad en la Administración.


	2) Establecer mecanismos de defensa de los funcionarios públicos probos y honestos, e impedir la formulación de denuncias irresponsables sobre la comisión de actos calificados de corruptos por parte de terceros.


Contenido del proyecto.


	Como medio o instrumento para lograr la satisfacción de esas ideas u objetivos, se propone un proyecto de ley que consta de dos artículos permanentes.


	El artículo 1° contiene diversas reformas al Libro II del Código Penal,  en las siguientes materias:


	a) Título III, De los crímenes y simples delitos que afectan a los derechos garantidos por la Constitución, específicamente  en su párrafo 4, que trata de  los agravíos inferidos por funcionarios públicos a los derechos garantidos por la Constitución. Concretamente, respecto del delito de exacciones ilegales que sanciona su artículo 157.


	b) Título V, De los crímenes y simples delitos cometidos por empleados públicos en el desempeño de sus cargos, particularmente en su párrafo 6, que sanciona los fraudes y exacciones ilegales, artículos 240 y 241; y párrafo 9, que pena el cohecho, artículos 248, 249 y 250. 


	c) Título V, con el fin de incorporar un nuevo párrafo, para sancionar el tráfico de influencias y el uso  indebido de secretos e información privilegiada.


	El artículo 2° modifica el artículo 84 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, con el propósito de complementar el derecho a defensa jurídica que corresponde al empleado público que ha sido objeto de una denuncia o acusación declarada calumniosa, para perseguir las responsabilidades civiles y penales pertinentes.


Discusión y votación en general del proyecto.


	Después de escuchar la exposición sobre el proyecto de parte de uno de sus autores y la del señor Ricardo Rivadeneira sobre el articulado del mismo, vuestra Comisión, por la unanimidad de los señores Diputados presentes, prestó aprobación a la idea de legislar, por estar de acuerdo en abordar las materias a que se refiere el proyecto.


	Tuvo presente, para resolver en tal sentido, que el proyecto es idóneo, desde un punto de vista constitucional, para resolver los problemas que lo han originado, en la medida que se requiere de una ley para crear nuevos delitos y penas; para establecer o modificar el derecho a defensa jurídica; para modificar las leyes que sean objeto de codificación penal;  para estatuir o modificar las bases esenciales de un ordenamiento jurídico como lo es el estatuto aplicable a los funcionarios públicos; para determinar las funciones o atribuciones de un órgano de la Administración o de sus autoridades, o para conferir nuevos derechos a sus funcionarios. Todo lo anterior, conforme con los artículos 19, N° 3°; 60, Nos. 3) y 20), y 62, Nos. 2° y 4°, de la Carta Fundamental.


	Antes de entrar al estudio en particular, estimó pertinente tener a la vista los elementos de información utilizados en la redacción del proyecto emanados, de la doctrina nacional, de la jurisprudencia de nuestros tribunales y, especialmente, de la legislación española y del estudio realizado en relación con la misma por Francisco Muñoz Conde,� todo lo cual figura entre los antecedentes del proyecto.


Discusión y votación en particular.


	Como criterio orientador de los acuerdos que habría de adoptar en lo particular, vuestra Comisión tuvo presente que la Constitución asegura a todas las personas la igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos.


	Desarrollando esa garantía constitucional, el artículo 19, Nº 3, de la Carta Fundamental, asegura que ningún delito se castigará con otra pena que la que señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración, a menos que una ley nueva favorezca al afectado, como, asimismo, que ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella.


	Vuestra Comisión, teniendo como premisa orientadora de sus decisiones la preceptiva constitucional transcrita, adoptó, en lo particular, los siguientes acuerdos sobre el proyecto en informe.





	Artículo 1º del proyecto.


	Introduce diversas modificaciones al Código Penal.


		Para una más adecuada comprensión de los diferentes tipos penales que se modifican o que se crean, se indicará, en cada caso en particular, las materias generales en que ellos inciden.


	Artículo 157


	Ubicado en el título que trata de los crímenes y simples delitos que afectan los derechos garantidos por la Constitución, concretamente en el párrafo que se refiere a los agravios inferidos por funcionarios públicos a los derechos garantidos por la Constitución, sanciona a "Todo empleado público que sin un decreto de autoridad competente, deducido de la ley que autoriza la exacción de una contribución o de un servicio personal, los exigiere bajo cualquier pretexto", con la pena de inhabilitación especial temporal para el empleo en cualesquiera de sus grados y multa de once a veinte sueldos vitales. 


	"Si la exacción de la contribución se hiciere con ánimo de lucrarse, el empleado culpable será considerado y penado como procesado por estafa.".


	En uno y otro caso, basta que se exija la exacción para que el delito se perfeccione, sin que sea necesario que el delincuente realice el fin que persigue.


	Este delito es el mismo que castiga el artículo 147 cuando es cometido por un particular. 


	Sanciona este artículo al empleado público que ilícitamente exija una contribución o un servicio personal con una finalidad pública.


	Los autores de esta moción estiman que el verbo "exigir" debe ser reemplazado por la forma verbal "pedir", pues no puede quedar impune el funcionario que ilegalmente pide el pago de una contribución o la ejecución de un servicio personal, por la sola circunstancia de que pueda estimarse que su petición no llega a constituir exigencia, especialmente si la hizo con el ánimo de lucrarse.


	En el mismo orden de consideraciones, destacan que, con la actual redacción, las penas de la estafa se aplican sólo si se exige una contribución, pero no si se solicita un servicio personal, sanción que debe hacerse extensiva a los casos en que éste se recaba.


	A su juicio, de  ser aplicables las penas de la estafa, deben serlo las establecidas para los casos de mayor gravedad, atendida la calidad de funcionario público del agente.


	Por todas estas razones, proponen reemplazar la expresión "exigiere" por "pidiere" y hacer extensiva la sanción, en caso de actuarse con fines de lucro, a los casos en que se pidiere una contribución o un servicio personal, penándose tales acciones con las penas previstas para la estafa, en su grado máximo, atendido el monto de lo defraudado, con lo cual la pena sería de presidio menor en su grado medio a máximo (541 días a 5 años). La pena se aumenta en un grado si la contribución fuere pagada o el servicio personal prestado.


	Vuestra Comisión, por mayoría de votos, rechazó la sustitución de la expresión "exigiere" por "pidiere". Por unanimidad, ha prestado aprobación al resto de esta enmienda, en los términos propuestos.








	  Artículo 240


	Ubicado en el párrafo relativo a los fraudes y exacciones ilegales, sanciona al empleado público que, directa o indirectamente, se interesare en cualquier clase de contrato u operación en que deba intervenir en razón de su cargo,� figura que se hace extensiva a los peritos, árbitros y liquidadores comerciales respecto de los bienes o cosas en cuya tasación, adjudicación, partición o o administración intervinieren, y a los guardadores y albaceas tenedores de bienes.


	La pena es reclusión menor en su grado medio (541 días a 3 años), inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del diez al cincuenta por ciento del valor del interés  que hubiere tomado en el negocio.


	Las mismas penas se impondrán a las personas relacionadas en este artículo, si en el negocio u operación confiados a su cargo dieren interés a su cónyuge, a alguno de sus ascendientes o descendientes legítimos por consanguinidad o afinidad, a sus colaterales legítimos, por consanguinidad hasta el tercer grado inclusive y por afinidad hasta el segundo, a sus padres o hijos naturales o ilegítimos reconocidos.


	Por fraude o defraudación debe entenderse, en general, el logro abusivo de una ventaja patrimonial en perjuicio de un tercero. En estos fraudes, el perjudicado es generalmente el Fisco.


	Se le conoce con el nombre de "negociación incompatible" con el ejercicio de funciones públicas.


	Los elementos que configuran el delito contemplado en este artículo son: a) que el actor sea empleado público,� y b) que, directa o indirectamente se interese él o dé interés a los parientes que esta disposición indica, en cualquier clase de contrato u operación en que intervenga en razón de su cargo.


	Es un delito formal, ya que se perfecciona por la sola injerencia interesada del empleado, aun cuando no exista ánimo de lucro,  fraude ni ánimo de defraudar. 


	La actividad de la Administración que se configura a través de contratos y operaciones, en la que no está ausente el poder de decisión propio de la función administrativa, exige de los funcionarios que la desempeñan una estricta imparcialidad, que asegure su total prescindencia de todo otro interés que no sea el propio de la Administración.


	En esta figura delictual se busca eliminar cualquier factor de perturbación de esa imprescindible equidistancia que debe guardar el funcionario, evitando incluso la simple sospecha de parcialidad. A la vez que se pone coto a cualquier manifestación de la codicia personal de los funcionarios, la que puede verse favorecida por el carácter en que intervienen en el contrato u operación, se salvaguarda el prestigio de la Administración, que puede ser puesto en tela de juicio ante la menor duda de que quienes la representan no actúan al margen de sus propios intereses.


	La extensión de esta figura a los peritos, árbitros, liquidadores, guardadores y albaceas y, por tanto, a situaciones que no importan un peligro de menoscabo de bienes de la Administración, sino de particulares, se justifica por las especiales facultades de que están dotados, que los coloca en condiciones de equiparidad con los que desempeñan funciones públicas, con lo cual sus deberes de imparcialidad y de fidelidad adquieren las mismas dimensiones que las de los funcionarios.�


	La equiparación como autores de negociaciones incompatibles de quienes, sin revestir carácter de funcionarios públicos, como los ya indicados, desempeñan, sin embargo, "oficios" de naturaleza pública respecto de bienes de terceros, toma en cuenta precisamente esa particular naturaleza de sus intervenciones. La función que cumplen está de algún modo garantizada por las seguridades con que el Estado rodea la suya propia, ya sea porque las operaciones se originan en una gestión judicial previa, ya porque la designación de estas personas procede de una imposición de la ley.


	Junto con reconocer que es norma legal ha sido útil para combatir casos de corrupción, consideran los autores de esta moción que su eficacia puede ser aumentada si se le introducen dos agregados:


	a) Añadir en la lista de parientes a los socios colectivos, comanditarios o de hecho del funcionario y a quienes tengan esa condición respecto de su cónyuge o sus ascendientes o descendientes, y


	b) Agregar un inciso que haga aplicables las penas previstas en la disposición, al funcionario público que, "prevaliéndose de su cargo", ejerciera alguna profesión u oficio directamente relacionada con la esfera de sus atribuciones oficiales o interviniere directa o inmediatamente en empresas o asociaciones privadas con móvil de lucro.


	Esta nueva figura de negociación incompatible, según expresan los autores de la moción, está tomada del artículo 198 del Código Penal de España� y se le atribuye importancia en la represión de comportamientos funcionarios corruptos.


	Vuestra Comisión ha prestado aprobación a estas modificaciones por unanimidad, con algunas enmiendas al nuevo inciso que se incorpora al artículo 240.


	En vez de la expresión "prevaliéndose de su cargo", ha estimado pertinente usar  el término "abusando de su cargo", esto es, el autor tiene que plantear sus exigencias actuando en el carácter que inviste dentro de la Administración.


	Ha considerando conveniente, además, que la intervención del funcionario en empresas o asociaciones con fines de lucro debe ser de la misma manera que en la anterior conducta, esto es, con abuso de su cargo.


	De esta forma, la disposición ha quedado redactada en los siguientes términos:


	"Se aplicarán también las mismas penas al empleado público que, abusando de  su cargo, ejerciere alguna profesión u oficio directamente relacionada con la esfera de sus atribuciones oficiales o, de la misma manera, interviniere directa o indirectamente en empresas o asociaciones privadas con fines de lucro."


	Artículo 241


	Sanciona al empleado público que exigiere directa o indirectamente mayores derechos que los que le estén señalados por razón de su cargo, con multa del duplo al cuádruplo de la cantidad exigida.


	El culpable habitual de este delito incurrirá además en la pena de inhabilitación especial temporal para el cargo u oficio en su grado medio, esto es, de cinco años un día a siete años.


	Conlleva, según el artículo 39 del Código Penal, la privación del cargo, empleo, oficio o profesión sobre que recaen, y la de los honores anexos a él, por el tiempo de la condena.


	El Código sanciona este mismo delito en los artículos 147 y 157 � entre los que afectan los derechos garantidos por la Constitución, con la diferencia que, en este caso, la exacción no es ilegal en su esencia, sino en la cantidad percibida. Se trata aquí de un despojo patrimonial de carácter administrativo cometido por funcionarios que tienen señalados sus honorarios por aranceles, como los notarios, receptores y conservadores de bienes raíces.


	El delito se perfecciona por la mera exigencia y no es elemento suyo la percepción indebida del exceso de derechos. La habitualidad, que de ordinario es elemento del tipo, actúa en este caso como circunstancia agravante.


	Los autores de la moción son partidarios de cambiar el verbo rector "exigir" por "pedir", pues no puede quedar impune el funcionario que ilegalmente pide el pago de una contribución o derecho �.


	A fin de evitar que pueda aplicarse una sanción penal al funcionario que por simple ignorancia o error cobra un derecho mayor que el que le está señalado, juzgan conveniente introducir la expresión "a sabiendas o con error o ignorancia inexcusables".


	Son partidiarios, también, de eliminar el inciso que hace referencia a la habitualidad, pues la doctrina no tiene una interpretación clara a su respecto.


	Les parece conveniente, por último que la pena no se limite sólo a la multa, debiendo agregarse siempre la inhabilidad especial temporal para el cargo.


	Acorde con lo expresado, proponen sustituir el artículo 241 por el siguiente:


	"Artículo 241.- El empleado público que, a sabiendas o por error o ignorancia inexcusables, cobrare directa o indirectamente, mayores derechos que los que le estén señalados por razón de su cargo, será castigado con multa del duplo al cuádruplo de la cantidad pedida y con inhabilitación especial temporal para el cargo u oficio en su grado medio."


	Vuestra Comisión ha prestado aprobación a esta modificación, por unanimidad, con el simple cambio de la forma verbal "cobrare" por "pidiere".


	Cohecho.


	Bajo esta denominación, se consultan en el Código Penal los artículos 248 al 251.


	Sobre la figura del cohecho, los autores de la moción señalan que cuando un empleado público, sin invocar contribución, servicio personal o derecho que le corresponda percibir en razón de su cargo, simplemente solicita una "coima" para ejecutar u omitir un acto relativo al ejercicio de su cargo, la única tipificación penal posible tiene que buscarse en los artículos 248, 249 y 250 del Código Penal, que sancionan formas de cohecho.


	La conducta que en esas disposiciones no es la de pedir una coima; tampoco la de exigirla. Si no hay acto ejecutado u omitido, no hay delito, aunque la coima haya sido pedida, exigida, e incluso, percibida.


	En apoyo de tal afirmación, citan una sentencia de 6 de marzo de 1978, de la Corte Suprema, en la cual declara que no se configura el delito de cohecho en el caso del funcionario que si bien recibió una suma de dinero de parte de un contribuyente, no ejecutó ni omitió ejecutar acto alguno de su cargo.


	En la legislación penal actual, el empleado público que pide o exige, o recibe una coima, no comete ningún delito. Si a raíz de la coima pagada o prometida ejecuta u omite el acto debido, a lo más podrá ser condenado a pagar una multa o sufrir una inhabilitación, sin privación alguna de libertad.


	Una realidad legal de esta naturaleza no puede ser mantenida.


	Junto con expresar que las disposiciones de nuestro Código Penal en materia de cohecho fueron inspiradas por las del Código Penal de 1850, el cual incluía la conducta del empleado público que admite regalos que le son presentados en consideración a su oficio o para la consecución de un acto justo, actualmente reemplazadas por otras más eficaces, señalan que es necesario terminar con el carácter bilateral del delito.


	Esto es, no puede mantenerse como requisito del mismo el que se produzca concurso de voluntades entre el empleado público que pide una coima y el particular que acepta pagarla; o al revés, entre el particular que ofrece una coima y el empleado público que admite recibirla.


	En la actualidad, se trata de una figura de acción bilateral, por cuanto supone la concurrencia de dos voluntades en un mismo actuar: la del cohechador y la del cohechado, la  del que corrompe y la del que se deja corromper.


	Anotaba un jurista norteamericano (Michael Reisman), que al hablar del cohecho es preciso distinguir la corrupción en el sector público de la corrupción en el sector privado, porque, probablemente, de la una se deriva la otra.


	Si por corromper se entiende ofrecer retribución o recompensa, o aceptarla, es obvio que haya corrupción tanto en la vida pública como en la actividad privada.


	Los Diputados autores de esta moción son partidarios de sancionar como delito de cohecho tanto la conducta del empleado público que pide una coima, aunque su petición no sea aceptada, como la del particular que la ofrece, aunque su oferta sea rechazada por el funcionario.


	La pena del funcionario público debería  graduarse según sea la naturaleza del acto relativo al ejercicio de su cargo que se comprometa a ejecutar o a omitir, distinguiéndose si tal acto es constitutivo de delito, si es injusto o es justo. La pena, si el acto llega a ejecutarse, debe aumentarse, siendo una misma tanto para el empleado público que toma la iniciativa, como si acepta la coima ofrecida por el particular.


	El particular que ofrece la coima, o admite pagarla, debe ser sancionado con las mismas penas que el empleado público que la pide o acepta, excepto la de inhabilitación.


	Por último, proponen que el cohecho debe sancionarse aun cuando el acto motivado o que se pretende motivar mediante la coima no sea constitutivo de delito ni injusto.


	Conforme con lo expresado, sugieren las  enmiendas que pasan a expresarse.


	Artículo 248


	Ubicado, al igual que los artículos 249 y 250, en el párrafo relativo al cohecho, sanciona al empleado público que por dádiva o promesa cometiere alguno de los crímenes o simples delitos expresados en este título (esto es, los delitos funcionarios que puede cometer el funcionario público en el desempeño de su cargos), aplicándole, además de las penas señaladas para ellos, la de inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa de la mitad al tanto de la dádiva o promesa aceptada.


	El bien jurídico tutelado es el decoro, el prestigio y el correcto funcionamiento de la administración pública.


	Este delito está integrado por los siguientes elementos: a) que el sujeto pasivo sea un funcionario público; b) que acepte o reciba dádiva o promesa; c) que esta dádiva o promesa tenga por objeto que el funcionario ejecute un acto justo o injusto de su función o que se abstenga  de ejecutar un acto propio del cargo.�


	Se propone sustituir el artículo 248 por el siguiente:


	"Artículo 248.- El empleado público que, directa o indirectamente, pidiere o aceptare recibir dinero u otros bienes, o cualquiera ventaja o cosa apetecible, aunque no tenga significación económica, por incurrir en una acción u omisión relativa al ejercicio de su cargo que constituyere delito, será castigado con las penas de presidio menor en sus grados medio a máximo e inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio, sin perjuicio de las penas correspondientes al delito propuesto o acordado, en caso que llegare a cometerse. Si lo pedido u ofrecido es dinero o cosa apreciable en dinero y se recibiere, el delito se sancionará, además, con multa del tanto al triplo de la dádiva."


	Vuestra Comisión, por unanimidad, ha prestado aprobación a esta disposición, con la sola eliminación de la expresión "o cosa apetecible", dado que interpretativamente pudiese restringir la expresión anterior "cualquiera ventaja".


	Artículo 249


	Sanciona al empleado público que por dádiva o promesa ejecutare un acto obligatorio propio de su cargo, no sujeto a remuneración, con una multa de la mitad al tanto de la dádiva o promesa aceptada.


	En la misma multa sola o acompañada de la inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio, incurrirá el empleado que omitiere por dádiva o promesa un acto debido propio de su cargo.


	Esta exigencia obliga a indagar la competencia del funcionario.


	Lo que sanciona este artículo es el pacto venal. Por lo tanto, la consumación se determina en el perfeccionamiento de dicho pacto. Como la acción es la de recibir dinero o dádivas, la consumación se da en el momento en que se los recibe, con independencia de que el funcionario cumpla o no con la realización u omisión acordadas.


	Se propone sustituir este artículo por el siguiente:


	"Artículo 249.- Se aplicarán las mismas penas previstas en el artículo anterior si la acción u omisión relativa al ejercicio del cargo no es constitutiva de delito pero es injusta y se lleva a cabo. Si no se lleva a cabo, la pena privativa de libertad será presidio menor en su grado mínimo. Si la acción no fuere ilícita y no debiere ser retribuida, la pena privativa de libertad será presidio menor en su grado mínimo."


	Vuestra Comisión, por unanimidad, ha prestado aprobación a esta disposición, con las siguientes enmiendas.


	Ha sustituido la expresión "injusta" por "ilícita", por considerar que la primera resulta sumamente amplia y poco clara conforme con nuestro ordenamiento y el uso común del lenguaje.


	En la segunda hipótesis que se contempla, ha aumentado la pena a presidio menor en su grado medio.


	Artículo 250


	Sanciona al sobornante con las penas correspondientes a los cómplices en los casos respectivos, excepto las de inhabilitación y suspensión, lo que significa, al tenor de lo preceptuado en el artículo 51 del Código Penal, que se les impondrá la pena inmediatamente inferior en grado a la señalada por la ley.


	Cuando el soborno mediare en causa criminal en favor del procesado por parte de su cónyuge o algún pariente cercano, el sobornante es sancionado con una multa igual a la dádiva o promesa.


	Se refiere este artículo al cohecho activo, el que califica de soborno, que sanciona al particular que induce a la corrupción, en oposición al cohecho pasivo, que pena al funcionario que se deja corromper.


	Se propone sustituir el inciso primero, por el siguiente:


	"Artículo 250.- El que directa o indirectamente actuare como sobornante, haciendo la oferta al empleado público, será castigado con las mismas penas previstas en los casos respectivos, excepto la de inhabilitación. En iguales penas incurrirá si acepta las solicitudes del funcionario público.'


	Vuestra Comisión ha prestado aprobación a esta disposición, por unanimidad, en los términos propuestos.





Tráfico de influencias y uso indebido de secretos e información privilegiada.


	Bajo este epígrafe se propone agregar un párrafo 12 en el título V del Libro II del Código Penal, que comprende los artículos 259 bis, 259 bis A, 259 bis B y 259 bis C.�


	Como fundamento de esta nueva normativa, los autores de la moción precisan que en todos los países del mundo y, particularmente, en aquellos que políticamente han evolucionado hacia la democracia, o que luchan por conservarla, se han hecho y se hacen intentos para castigar penalmente formas actuales de corrupción que no están claramente sancionadas por sus "envejecidos" Códigos Penales, las principales de las cuales son el tráfico de influencias y el uso indebido de secretos e información privilegiada �.


	Inspirados en la ley española de marzo de 1991 y en los avances en la materia producidos en relación con la ley del mercado de valores�, proponen incorporar en el Código Penal este tipo de conductas.


	Artículo 259 bis.


	Se propone incorporar al Código Penal, el siguiente:


	Artículo 259 bis. El empleado público que, prevaliéndose de su cargo, influyere en personas naturales o jurídicas  para conseguir, mediante una acción u omisión de éstas, un beneficio económico directo o indirecto para sí o para tercero, será castigado con las penas de presidio menor en su grado medio a máximo e inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio. Si el beneficio económico se obtuviere, el delito se sancionará, además, con multa del tanto al triplo del mismo. Si la persona influida fuere otro funcionario público, la pena privativa de libertad se elevará en un grado. El influido, si llevare a cabo la acción u omisión, será sancionado con las penas del cómplice si fuere otro funcionario público y con las del encubridor si fuere un particular."�


	En sustitución de esa disposición, vuestra Comisión, por la unanimidad de los señores Diputados presentes, ha prestado aprobación al siguiente artículo:


	"Artículo 259 bis. El empleado público que, con abuso de su cargo, influyere indebidamente sobre una persona para conseguir, mediante una acción u omisión de ésta, un beneficio económico directo o indirecto para sí o para tercero, será castigado con las penas de presidio menor en su grado medio a máximo  y suspensión de cargo u oficio público o profesión titular. Si el beneficio económico se obtuviere, el delito se sancionará, además, con multa del tanto al triplo del mismo. Si la persona influida fuere otro funcionario público, la pena privativa de libertad se aplicará en su grado máximo."


	Las diferencias más fundamentales entre uno y otro artículo son las siguientes:


	En primer lugar, se ha reemplazado la expresión "prevaliéndose de su cargo" por una más clara y precisa que esa, la de "con abuso de su  cargo".


	En segundo lugar, acogiendo una observación del profesor Bustos, se ha sustituido "influyere en personas naturales o jurídicas" por "influyere indebidamente sobre una persona", puesto que, dado el carácter realista del Derecho Penal, resulta muy difícil de entender como se puede influir directamente en una persona jurídica y como ésta puede realizar una acción u omisión.


	En tercer lugar, cuando el funcionario influido fuere otro funcionario público, la pena se aplica en su grado máximo.


	En cuarto lugar, se ha optado por no establecer una pena específica para el influido, con el propósito que rijan en la materia las reglas generales sobre responsabilidad penal.


	La conducta típica está señalada por el verbo "influir", es decir, se trata de sancionar que alguien pueda incidir en el proceso motivador que conduce a un funcionario a adoptar una decisión en un asunto relativo a su cargo.


	En ningún caso constituye el tipo la simple influencia, pues no se trata de penalizar la recomendación. Lo que se pretende  sancionar es el influir con abuso del cargo.


	Artículo 259 bis A.


	Se propone agregar con esta numeración el siguiente artículo:


	"Artículo 259 bis A. El particular que prevaliéndose de cualquier situación de preeminencia en la sociedad, sea de carácter político, económico, gremial, sindical, o de otra naturaleza,  o de sus relaciones de parentesco o amistad, influyere en un funcionario público para conseguir, mediante una acción u omisión de éste, un beneficio económico directo o indirecto, para sí o para un tercero,  sabiendo o debiendo saber que es indebido, será sancionado con presidio menor en su grado mínimo a medio y multa del tanto al duplo del beneficio pretendido u obtenido.�


	Vuestra Comisión, por mayoría de votos, ha prestado aprobación al siguiente artículo:


	"Artículo 259 bis A. El que abusando de cualquier situación de preeminencia en la sociedad o de su relación personal con un funcionario público, influyere indebidamente en éste para conseguir, para sí o para un tercero,  beneficios o ventajas económicas de cualquier tipo, será sancionado con presidio menor en su grado mínimo a medio y multa del tanto al duplo del beneficio pretendido u obtenido."


	Las principales innovaciones que presenta este artículo son las que pasan a expresarse.


	En primer lugar, se ha sustituido el término "El particular" por simplemente "El que", dado que el primero es erróneo desde un punto de vista dogmático y técnico legislativo.


	En segundo lugar, se ha reemplazado la forma verbal "prevaliéndose" por "abusando", para connotar el uso indebido, excesivo o injusto de la situación de preeminencia social.


	En tercer lugar, se ha preferido no ejemplarizar en el artículo, por vía referencial, cuáles serían esas situaciones de preeminencia, optándose por hacer una mención genérica a la misma, o a la relación personal que pudiera existir con un funcionario público.


	En cuarto lugar, se exige una influencia indebida en el funcionario, para conseguir un beneficio económico para sí o para tercero.


	En quinto lugar, se ha suprimido la expresión "sabiendo o debiendo saber que es indebido", por estimarla equívoca y demasiado amplia.


	Artículo 259 bis B.


	Se propone un artículo del siguiente tenor:


	"Artículo 259 bis B. El que, ofreciendo hacer uso de influencias ante las autoridades o empleados públicos, solicite dádivas, presentes o cualquier otra remuneración, o acepte ofrecimiento o promesa, será sancionado con presidio menor en su grado medio a máximo y multa del tanto al duplo del beneficio económico recibido o pretendido.


	Si el responsable fuere profesional titulado se impondrá además la pena de inhabilitación especial temporal para la profesión en su grado mínimo a medio."�


	A diferencia de lo que sucede con los dos artículos anteriores, el hecho que aquí se tipifica nada tiene que ver directamente con el ejercicio de la función pública, puesto que tanto el sujeto activo como la persona a la que se dirige el ofrecimiento  de la influencia son particulares. La única relación que muestra con la función pública es su referencia a la misma como objeto de la influencia.


	Ello plantea el problema de determinar cuál es el bien jurídico protegido. Con este delito, lo único que pretendería protegerse, al parecer, es el prestigio y buen nombre de la Administración, un concepto ciertamente etéreo y difícil de aprehender.


	El ofrecimiento de influencias sobre la Administración podría llegar a ser una forma de competencia desleal en el ejercicio de la abogacía, tan real como la vida misma, que difícilmente va a desaparecer con su incriminación en el Código Penal, al decir de Francisco Muñoz Conde.


	Vuestra Comisión, por unanimidad, ha rechazado esta disposición, por estimar que estas sanciones, penas y medidas son excesivas o desproporcionadas, a menos que se interpreten restrictivamente los tipos penales.


	Artículo 259 bis C.


	Se propone, como tal, el siguiente:


	Artículo 259 bis C. El funcionario público que teniendo acceso, en razón de su cargo, a secreto o a  información reservada o privilegiada, se valiere de tal secreto o información para obtener para sí o para terceros beneficios o ventajas económicas de cualquier tipo, será sancionado con presidio menor en su grado medio a máximo. Si el beneficio o ventaja se obtuviere, se aplicará, además, multa del tanto al triplo del beneficio o ventaja obtenidos."�


	Vuestra Comisión, por unanimidad, ha prestado aprobación al siguiente artículo:


	"Artículo 259 bis B. El funcionario público que teniendo acceso, en razón de su cargo, a un secreto o a  información reservada o privilegiada, se valiere de ello para obtener, para sí o para terceros, beneficios o ventajas económicas de cualquier tipo, será sancionado con presidio menor en su grado medio a máximo. Si el beneficio o ventaja se obtuviere, se aplicará, además, multa del tanto al triplo del beneficio o ventaja obtenidos."


	La utilización de secretos o de informaciones que aún no han trascendido para conseguir un beneficio económico, es una forma de lucro bastante frecuente en el mundo de los negocios y, hasta cierto punto, consustancial con él.


	Vulnera el principio de igualdad y de libre concurrencia que caracteriza la economía de mercado.


	En Chile se ha abordado el tema en la Ley de Mercado de Valores, como ya se ha tenido ocasión de expresar.


	Artículo 2º


	Modifica el artículo 84 del Estatuto Administrativo, con el fin de proteger al funcionario público acusado  injustamente de corrupción, permitiendo que el Jefe Superior del Servicio o el Ministro de Estado respectivo, sostengan la acción civil y criminal para hacer efectivas las responsabilidades derivadas del delito de denuncia o acusación calumniosas.


	Responde al ánimo del legislador de velar por la respetabilidad de la función pública, instituyendo un procedimiento especial de acción en aquellos casos en que a un funcionario se le agreda, injurie o calumnie con motivo del desempeño de sus funciones.


	Se aprobó por unanimidad, en los términos propuestos.


	Artículo 3º


	Se trata de un artículo nuevo, incorporado durante la discusión en particular, que tiene la misma finalidad que el anterior, pero circunscrita al ámbito de los funcionarios municipales, para lo cual se modifica el artículo 88 de la ley Nº 18.883, que contiene el Estatuto Administrativo de estos servidores públicos.


	Se aprobó por unanimidad.


Constancias reglamentarias.


	Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento, se hace constar lo siguiente:


	-- No hay artículos que deban ser calificados como normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado, por tratarse de preceptos que dicen relación con modificaciones al Código Penal y no incidir en la organización ni atribuciones de los tribunales.


	-- No hay normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda, en la medida que el proyecto no irroga gastos para el Erario Nacional ni tiene incidencia financiera o presupuestaria.


	-- El proyecto fue aprobado en general por unanimidad, por lo que no hay opiniones disidentes que consignar. Esta circunstancia hará que la discusión general de este proyecto en la Sala se limite en los términos previstos en el artículo 84 del Reglamento.


	-- Se ha rechazado, en el artículo 1º, el signado como artìculo 259 bis B.


Texto del proyecto aprobado


	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os dará a conocer, en su oportunidad, el señor Diputado Informante, vuestra Comisión os recomienda que tengáis a bien prestar aprobación al siguiente 


	Proyecto de ley:


	"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:


	1) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 157 por el siguiente:


	'Si la contribución o el servicio personal se pidieron con ánimo de lucrarse, el empleado culpable será sancionado con las penas previstas para la estafa en el número 1° del artículo 467. La pena se aumentará en un grado si la contribución fuere pagada o el servicio personal prestado.'


	2) Modifícase el artículo 240 en la siguiente forma:


	a) Agrégase en el inciso tercero, después del punto (.), que se sustituye por una coma (,), lo siguiente: 'a sus socios colectivos, comanditarios o de hecho, o a quienes tengan algunas de esas condiciones respecto de su cónyuge o de sus ascendientes o descendientes.'.


	b) Introdúcese el siguiente inciso:


	'Se aplicarán también las mismas penas al empleado público que, abusando de  su cargo, ejerciere alguna profesión u oficio directamente relacionada con la esfera de sus atribuciones oficiales o, de la misma manera, interviniere directa o indirectamente en empresas o asociaciones privadas con fines de lucro.'


	3) Sustitúyese el artículo 241 por el siguiente:


	'Artículo 241.- El empleado público que, a sabiendas o por error o ignorancia inexcusables pidiere, directa o indirectamente, mayores derechos que los que le estén señalados por razón de su cargo, será castigado con multa del duplo al cuádruplo de la cantidad pedida y con inhabilitación especial temporal para el cargo u oficio en su grado medio.'


	4) Sustitúyese el artículo 248 por el siguiente:


	'Artículo 248.- El empleado público que, directa o indirectamente, pidiere o aceptare recibir dinero u otros bienes, o cualquiera ventaja, aunque no tenga significación económica, por incurrir en una acción u omisión relativa al ejercicio de su cargo que constituyere delito, será castigado con las penas de presidio menor en sus grados medio a máximo e inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio, sin perjuicio de las penas correspondientes al delito propuesto o acordado, en caso que llegare a cometerse. Si lo pedido u ofrecido es dinero o cosa apreciable en dinero y se recibiere, el delito se sancionará, además, con multa del tanto al triplo de la dádiva.'


	5) Sustitúyese el artículo 249 por el siguiente:


	'Artículo 249.- Se aplicarán las mismas penas previstas en el artículo anterior si la acción u omisión relativa al ejercicio del cargo no es constitutiva de delito pero es ilícita y se lleva a cabo. Si no se lleva a cabo, la pena privativa de libertad será presidio menor en su grado medio. Si la acción no fuere ilícita y no debiere ser retribuida, la pena privativa de libertad será presidio menor en su grado mínimo.'


	6) Sustitúyese el inciso primero del artículo 250 por el siguiente:


	'Artículo 250.- El que directa o indirectamente actuare como sobornante, haciendo la oferta al empleado público, será castigado con las mismas penas previstas en los casos respectivos, excepto la de inhabilitación. En iguales penas incurrirá si acepta las solicitudes del funcionario público.'


	7) Agrégase a continuación del párrafo 12 del título V del Libro II, lo siguiente:


	'& 12 bis. Tráfico de influencias y uso indebido de secretos e información privilegiada.


	Artículo 259 bis. El empleado público que, con abuso de su cargo, influyere indebidamente sobre una persona para conseguir, mediante una acción u omisión de ésta, un beneficio económico directo o indirecto para sí o para tercero, será castigado con las penas de presidio menor en su grado medio a máximo  y suspensión de cargo u oficio público o profesión titular. Si el beneficio económico se obtuviere, el delito se sancionará, además, con multa del tanto al triplo del mismo. Si la persona influida fuere otro funcionario público, la pena privativa de libertad se aplicará en su grado máximo.


	Artículo 259 bis A. El que abusando de cualquier situación de preeminencia en la sociedad o de su relación personal con un funcionario público, influyere indebidamente en éste para conseguir, para sí o para un tercero,  beneficios o ventajas económicas de cualquier tipo, será sancionado con presidio menor en su grado mínimo a medio y multa del tanto al duplo del beneficio pretendido u obtenido.


	Artículo 259 bis B. El funcionario público que teniendo acceso, en razón de su cargo, a un secreto o a  información reservada o privilegiada, se valiere de ello para obtener, para sí o para tercero, beneficios o ventajas económicas de cualquier tipo, será sancionado con presidio menor en su grado medio a máximo. Si el beneficio o ventaja se obtuviere, se aplicará, además, multa del tanto al triplo del beneficio o  ventaja  obtenidos.'


	Artículo 2°.- Introdúcese el siguiente inciso tercero en el artículo 84 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo:


	'El Jefe Superior o el Ministro de Estado, en su caso, a solicitud escrita del empleado público interesado, deberán sostener la acción civil y criminal para hacer efectivas las responsabilidades derivadas del delito de denuncia o acusación calumniosas previsto en el artículo 211 del Código Penal, cuando el empleado público haya sido absuelto o sobreseido en causa por delito funcionario iniciada por denuncia o querella de un particular. En caso de que  la Institución o el Ministerio correspondiente no cuenten con abogado, podrá recurrirse al Consejo de Defensa del Estado, siempre que esta Institución no haya intervenido en la causa por el delito funcionario.'


	Artículo 3°. Introdúcese el siguiente inciso tercero en el artículo 88 de la ley N° 18.883, sobre Estatuto Administrativo para los Funcionarios Municipales:


	'El Alcalde, a solicitud escrita del funcionario interesado, deberá sostener la acción civil y criminal para hacer efectivas las responsabilidades derivadas del delito de denuncia o acusación calumniosas, previsto en el artículo 211 del del Código Penal, cuando el empleado municipal haya sido absuelto o sobreseido en causa por delito funcionario iniciada por denuncia o querella de un particular. En caso que la Municipalidad no cuente con abogado, podrá recurrirse al Consejo de Defensa del Estado, siempre que esta Institución no haya intervenido en la causa por delito funcionario.'."


	Se designó Diputado Informante al señor Alberto Cardemil Herrera.


	Sala de la Comisión, a 30 de agosto de 1994.























	Acordado en sesiones de fechas 22 de junio, 16 y 30 de agosto de 1994, con asistencia de los señores Elgueta (Presidente), Allamand, Bombal, Cardemil, Cornejo, Chadwick, Espina, Luksic, Martínez Ocamica, Pérez Lobos, Ribera, Urrutia, Viera-Gallo, Walker y señora Wörner.








Adrián Alvarez Alvarez


Secretario de la Comisión








� Ese propósito es concordante  con el artículo 7° de la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, segun el cual, los  funcionarios deben [...] observar estrictamente el principio de probidad administrativa, que implica una conducta funcionaria moralmente intachable y una entrega honesta y leal al desempeño de su cargo, con preeminencia del interés público sobre el privado.


�Vuestra Comisión, como luego se verá, estimó pertinente hacer extensivas estas modificaciones a los funcionarios municipales, introduciendo las enmiendas pertinentes a la ley N° 18.883, que  aprueba  su Estatuto.


� Los nuevos delitos de tráfico de influencias, revelación de secretos e informaciones y uso indebido de información privilegiada. Apéndice a Muñoz Conde, Derecho Penal, Parte Especial, 3a. Edición, Valencia 1990.


�Importa una infracción a una prohibición legal estatutaria´que le impide intervenir, en razón de sus funciones, en asuntos en que tengan interés él, su cónyuge, sus parientes consanguíneos hasta el tercer grado inclusive o por afinidad hasta el segundo grado, y las personas ligadas a él por adopción (Art. 78 del Estatuto Administrativo).


� Para los efectos de este título, se reputa empleado según el artículo 260, a todo aquel que desempeñe un cargo o función pública, sea en la administración central o en instituciones o empresas semifiscales, municipales, autónomas u organismos creados por el Estado o dependientes de él, aun que no sean del nombramiento del Jefe de la República ni reciban sueldo del Estado. No obstará a esta calificación el que el cargo sea de elección popular.


�Delitos contra la Administración Pública, Carlos CREUS. Ed. Astrea. Buenos Aires 1981.págs. 369 y siguientes


�Art. 198 Código Penal de España: "La autoridad o funcionario público que, prevaliéndose de su cargo, ejerciere alguna profesión directamente relacionada con la esfera de sus atribuciones oficiales o interviniera directamente o indirectamente en empresas o asociaciones privadas con móvil de lucro, incurrirá en la pena de inhabilitación especial y multa de 100.000 a 5.000.000 de pesetas."


�Art. 147. El que bajo cualquier pretexto, impusiere a otros contribuciones o les exigiere, sin título para ello, servicios personales, incurrirá en las penas de reclusión menor en sus grados mínimo  a medio (61 días a 3 años) y multa de once a veinte sueldos vitales.


Art. 157. Todo empleado público que sin un decreto de autoridad competente, deducido de la ley que autoriza la exacción de una contribución o de un servicio personal, los exigiere bajo cualquier pretexto, será penado con inhabilitación especial temporal para el empleo en cualquiera de sus grados y multa de once a veinte sueldos vitales.


Si la exacción de la contribución se hiciere con ánimo de lucrarse, el empleado culpable será considerado y penado como procesado por estafa.


� En el texto que se propone se reemplaza el verbo rector por "cobrar".


� Art. 256 del Código Penal de Argentina: Será reprimido con prisión de seis meses a dos años o reclusión de dos a seis años e inhabilitación absoluta por tres a diez años el funcionario público que por sí o por persona interpuesta recibiere dinero o cualquier otra dádiva o aceptare una promesa directa o indirecta, para hacer o dejar de hacer algo relativo a sus funciones, o para hacer valer la influencia derivada de su cargo ante otro funcionario público, a fin de que éste haga o deje de hacer algo relativo a sus funciones.


� S.E. el Presidente de la República, en el "Instructivo presidencial acerca de la buena marcha de la Administración", al referirse a la probidad en la administración, instó a los funcionarios a abstenerse y no permitir el tráfico de influencias y el manejo de información privilegiada. Hay tráfico de influencias, según el mismo instructivo, cuando se induce o persuade a la autoridad, con el fin de incidir en la toma de decisiones y obtener beneficios. Hay manejo de información privilegiada cuando, quien ostenta un cargo y cuenta con datos o informaciones en razón de éste, la utiliza en provecho personal.


� A principios de 1990, algunos escándalos y acusaciones de corrupción política, en España, determinados al parecer por problemas de financiación de partidos políticos, precipitaron la presentación de un proyecto de ley de reforma del Código Penal, para introducir un nuevo precepto, el artículo 404 bis, destinado a sancionar el llamado "tráfico de influencias".


Tras diversos avatares, el proyecto cuajó en la Ley Orgánica 9/1991, que no sólo introdujo ese delito, sino que reformó también los artículos 367 y 368, dándole al Capítulo IV del Título VII del Libro II, la siguiente rúbrica: "De la revelación de los secretos e informaciones y de la información privilegiada y su uso indebido".


�El título XXI de la Ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, trata de la información privilegiada.


Su artículo 164 entiende por tal cualquier información referida a uno o varios emisores de valores, a sus negocios o a uno o varios valores por ellos emitidos, no divulgada al mercado y cuyo conocimiento, por su naturaleza, sea capaz de influir en la cotización de los valores emitidos...


Su artículo 165 previene que cualquier persona que en razón de su cargo, posición, actividad o relación tenga acceso a información privilegiada, deberá guardar estricta reserva y no podrá utilizarla en beneficio propio o ajeno, ni adquirir para sí o para terceros, directa o indirectamente, los valores sobre los cuales poseea información privilegiada.


Asimismo, se les prohíbe valerse de la información privilegiada para obtener beneficios o evitar pérdidas, mediante cualquier tipo de operación con los valores a que ella se refiere... 


�Art. 404 bis a) del Código Penal de España: "El funcionario público o autoridad que influyere en otro funcionario público o autoridad prevaliéndose del ejercicio de las facultades de su cargo o de cualquier otra situación derivada de su relación personal o jerárquica con éste o con otro funcionario o autoridad y consiguiere una resolución, obteniendo por ello un beneficio económico para sí directa o indirectamente o para tercero, será castigado con las penas de arresto mayor, inhabilitación especial y multa por el importe del valor del beneficio obtenido."


Las penas de arresto mayor van desde un mes un día a seis meses.


�Art. 404 bis b) del Código Penal de España: "El particular que influyere en un funcionario público o autoridad prevaliéndose de cualquier situación derivada de su relación personal con éste o con otro funcionario público o autoridad y consiguiere una resolución, obteniendo por ello un beneficio económico para sí directa o indirectamente o para tercero, será castigado con las penas de arresto mayor y multa por el importe del valor del beneficio obtenido."


�Art. 404 bis c) del CódigoPenal de España: "Los que, ofreciendo hacer uso de influencias cerca de las autoridades o funcionarios públicos, solicitaren de terceros dádivas, presentes o cualquier otra remuneración o aceptaren ofrecimiento o promesa, serán castigados con la pena de arresto mayor.


Si los hechos a que se refiere el párrafo anterior fueren realizados por profesional titulado, se impondrá, además, como accesoria la pena de inhabilitación especial.


En cualquiera de los supuestos a que se refiere este artículo la autoridad judicial podrá imponer también la suspensión de las actividades de la sociedad, empresa, organización o despacho y la clausura de sus dependencias al público por el tiempo de seis meses a tres años."


�Art. 368 del Código Penal de España: "El funcionario público o autoridad que, haciendo uso de un secreto de que tenga conocimiento por razón de su oficio o cargo, o de una información privilegiada, obtuviere un beneficio económico para sí o tercero, será castigado con penas de inhabilitación especial y multa por el importe del valor del beneficio obtenido o facilitado. Si resultare daño para la causa pública o para tercero, las penas serán las de prisión menor e inhabilitación especial.


A los efectos de este artículo, se entiende por información privilegiada toda información de carácter secreto que se tenga exclusivamente por razón del oficio cargo públicos y que no haya sido notificada, publicada o divulgada.".


La prisión menor va de seis meses un día a seis años.
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